Para: Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

Sub:  Aportes al Proyecto de directrices sobre la desinstitucionalización, incluso en situaciones de emergencia

Agradecemos la invitación del Comité a realizar contribuciones al proyecto de directrices sobre la desinstitucionalización.  Consideramos muy valiosa la iniciativa de aportar directrices que orienten el proceso de desinstitucionalización y eviten futuras institucionalizaciones, para garantizar de este modo el derecho de las personas con discapacidad a vivir de forma independiente y ser incluidas en la comunidad.
[bookmark: _GoBack]Desde el grupo de trabajo e investigación Salud Mental, Infancias y Derechos humanos de la Universidad Nacional de Lanús, nuestras contribuciones se centran en la problemática de la infancia y adolescencia. Se basan en investigaciones en Argentina y América Latina sobre los procesos de institucionalización/desinstitucionalización de niñas, niños y adolescentes con discapacidad psicosocial y las violencias institucionales (medidas coercitivas y violencias simbólicas) a las que se ven sometidos; y de acciones de asistencia técnica y acompañamiento en procesos de desinstitucionalización.  
Consideramos de extrema importancia la inclusión la situación de niñas, niños y adolescentes con discapacidad en las Directrices, dada la invisibilización de la que generalmente son objeto. En especial, el hecho constituir un grupo de gran vulnerabilidad a ser objeto de institucionalizaciones y sufrir tratos crueles, inhumanos, degradantes y torturas en el marco de los distintos tipos de institucionalización por motivo de discapacidad psicosocial.
Incluimos resaltado en negritas los comentarios en el documento.
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Proyecto de directrices sobre la desinstitucionalización, incluso en situaciones de emergencia

III 	Comprender e implementar los elementos clave del proceso de  desinstitucionalización
Derecho a elegir y respeto a la voluntad y preferencias
20. Vivir de forma independiente y ser incluido en la comunidad requiere plena capacidad jurídica, acceso a opciones de vivienda, apoyo y servicios que permitan a las personas recuperar el control de sus vidas. Tener opciones significa que las personas con discapacidad, incluidas las mujeres, las personas mayores y los niños, son respetadas en la toma de decisiones. Los Estados Parte deben brindar acceso a múltiples opciones a quienes abandonan las instituciones y garantizar que puedan acceder al apoyo que necesiten para hacer realidad sus decisiones.
En los casos de vulneración de derechos, cuando se tome una medida excepcional que separe a niñas, niños y adolescentes con discapacidad de sus familias, garantizar que estos puedan ser oídos en el proceso judicial que les concierne y participar en la toma de decisiones sobre su persona teniendo en cuenta el régimen de capacidades progresivas; acorde al enfoque de género.

Apoyo basado en la comunidad
26. Las definiciones de los servicios de apoyo basados en la comunidad, incluidos los servicios de apoyo en el hogar, residenciales y de otro tipo, y la asistencia personal deben evitar la aparición de nuevos servicios segregados durante el proceso de desinstitucionalización. Por ejemplo, el alojamiento en grupo -incluidos los hogares para grupos pequeños-, los talleres protegidos, las instituciones que brindan atención de relevo, los hogares de tránsito, los centros de atención diurna o las medidas coercitivas, como las órdenes de tratamiento comunitario, no son servicios basados en la comunidad.
En lo que refiere al contexto Latinoamericano sería importante que se implementara un sistema de capacitación y formación continua para garantizar el sostenimiento de los servicios de apoyo basados en la comunidad.
 
Participación de las personas con discapacidad a través de sus organizaciones representativas en los procesos de desinstitucionalización


34. Las personas con discapacidad que viven en instituciones, los sobrevivientes y las personas con mayor riesgo de institucionalización deben recibir apoyo e información en formatos accesibles para facilitar su plena participación en los procesos de desinstitucionalización.
Se debe garantizar la implementación de estrategias específicas que posibiliten la participación de niñas, niños y adolescentes en la toma de decisiones de acuerdo a su autonomía progresiva.
[bookmark: _Hlk101627395]IV. 	Desinstitucionalización basada en un enfoque centrado en la persona y diferenciado 
Mujeres y niñas con discapacidad
40. Los Estados Parte deben reconocer que las mujeres y las niñas con discapacidad están sujetas a discriminación múltiple por motivos de género y discapacidad y que no son un grupo homogéneo. Las mujeres y niñas con discapacidad corren un mayor riesgo de violencia, explotación y abuso en comparación con otras mujeres y niñas, y corren un alto riesgo de violencia de género y prácticas nocivas, como la anticoncepción forzada y la esterilización, durante la institucionalización. [footnoteRef:1]Se les niega el derecho a la capacidad jurídica con más frecuencia que a los hombres con discapacidad y más a menudo que a las mujeres sin discapacidad, lo que conduce a la denegación del acceso a la justicia, la elección y el autocontrol. Los Estados Parte deben considerar estos riesgos al diseñar e implementar planes de desinstitucionalización para garantizar el cumplimiento y la protección de los derechos de las mujeres y niñas con discapacidad, asegurando que la igualdad de género se refleje de manera transversal en todos los procesos y políticas. [1:  CDPD/C/GC/3, párr. 29, 45.] 


Niños con discapacidad
En la versión en español sugerimos que este apartado se titule Niñas y Niños con discapacidad o Niñas, Niños y Adolescentes con discapacidad.
43. Los Estados Parte deberían garantizar el derecho a la vida familiar y en el lugar que tenga su centro de vida y de todos los niños con discapacidad. Una familia puede incluir padres casados y solteros, padres solteros, padres del mismo sexo, familias adoptivas, cuidado por parientes, cuidado por hermanos, familia ampliada, familias sustitutas o cuidado de crianza. Un arreglo de vida saludable debe permitir que un niño establezca una relación estable con un cuidador adulto comprometido. Millones de niños con discapacidad permanecen en instituciones y cuidados residenciales. La financiación internacional no debe apoyar orfanatos, centros de atención residencial, hogares grupales o aldeas infantiles. Los niños con discapacidad a menudo quedan fuera de las reformas. Esos programas deben armonizarse con la Convención para garantizar el derecho a la vida familiar.
45. Incluso la colocación a corto plazo fuera de la familia causa grandes sufrimientos y traumas, así como deficiencias emocionales y físicas. La prevención de la colocación institucional de los niños debe ser una prioridad. Deben crearse colocaciones basadas en la familia, con apoyo financiero y de otro tipo, para todos los niños con discapacidad.
Es importante se arbitren los medios para la supervisión y fiscalización de las colocaciones basadas en la familia de manera de garantizar la protección de sus derechos, desde una perspectiva que contemple la diversidad de género y cultura.
49. Los Estados Parte deben desarrollar y garantizar el acceso a servicios de apoyo en la comunidad, incluida la asistencia personal y el apoyo entre pares, para niños y adolescentes con discapacidad, según sea necesario. Los sistemas educativos deben ser inclusivos. Los Estados Parte deben incluir a los niños con discapacidad en las escuelas ordinarias y prevenir y evitar la ubicación en una educación segregada, lo que socava la inclusión en la comunidad y genera una mayor presión para ubicar a los niños en entornos institucionales. Para lo cual es fundamental acciones de capacitación y sensibilización de docentes, no docentes y todas las personas que integran la institución escolar a los fines de aportarles herramientas específicas para que el proceso de inclusión sea adecuado y respetuoso de las particularidades de cada niño.

V. 	Marcos jurídicos y normativos propicios	
0. [bookmark: _Toc102220571]Legislación
60. La legislación que debe armonizarse con la Convención incluye disposiciones legales que rigen la capacidad jurídica; leyes de discapacidad; leyes de familia, de niñez; leyes de salud, salud mental; leyes civiles; leyes que rigen la provisión de atención social para niños, adultos y personas mayores; y la legislación de protección social. Dicha legislación debería revisarse de conformidad con la Convención y los comentarios generales del Comité. Deben abolirse las disposiciones de las leyes de salud mental que permiten la institucionalización y violencia hacia las personas con discapacidad.

0. Estrategias y planes de acción de desinstitucionalización
65. Los Estados Parte deben adoptar un plan estructurado y de calidad para la desinstitucionalización, que debe incluir una estrategia integral y un plan de acción detallado que contenga cronogramas, puntos de referencia y una descripción general de los recursos humanos, técnicos y financieros necesarios y asignados. Los Estados Parte deben asegurar el máximo uso de los recursos disponibles en un período mínimo. Las estrategias de desinstitucionalización requieren un enfoque intergubernamental e intersectorial a lo largo de la implementación. Esto implica liderazgo político de alto nivel y coordinación a nivel de gabinete o equivalente, con autoridad suficiente para iniciar y liderar procesos de enmienda legislativa y para dirigir la formulación de políticas, la programación y el presupuesto. Las personas con discapacidad, a través de sus organizaciones representativas, incluidas las de los niños con discapacidad, y en particular los sobrevivientes de la institucionalización, y las organizaciones de derechos humanos y de la sociedad civil, deben participar y consultarse en todas las etapas de planificación, implementación y evaluación.
66. Una declaración claramente establecida de lo que se logrará con el proceso de desinstitucionalización, preparada en consulta con las personas con discapacidad, especialmente las sobrevivientes de la institucionalización, a través de sus organizaciones representativas, debe constituir la base de cualquier estrategia y plan de acción de desinstitucionalización.
Se debe dar relevancia a que las estrategias de desinstitucionalización sean respetuosas de los tiempos, preferencias, género y cultura de las personas, siendo esencial que en ningún caso las mismas provoquen o intensifiquen una situación de desamparo o desvalimiento socio familiar, siendo esencial garantizar la continuidad de cuidados y la sustentabilidad de los procesos de inclusión social iniciados.

[bookmark: _Toc102220578]VI. 	Servicios, sistemas y redes de apoyo comunitario inclusivos	
1. [bookmark: _Toc102220579]Servicios de apoyo
73. Los servicios de apoyo deben desarrollarse de acuerdo con un modelo de 
80. Los niños con discapacidad pueden necesitar servicios de apoyo específicos. Los Estados Parte deben garantizar que el apoyo brindado a los niños y sus familias no refuerce la segregación, la exclusión o el abandono de los niños. Por el contrario, el apoyo debe permitir que los niños con discapacidad desarrollen todo su potencial, en función de sus posibilidades y preferencias.
1. [bookmark: _Toc102220585]Vivir de forma independiente en la comunidad.
104. Las personas que abandonan las instituciones deben tener acceso a la educación inclusiva sin discriminación, incluidas las oportunidades de aprendizaje permanente, las oportunidades de completar la escolarización o de realizar aprendizajes o educación superior, a fin de promover su empoderamiento social y económico y prevenir la segregación y la institucionalización. Los Estados Parte deben garantizar que las personas con discapacidad que abandonan las instituciones, incluidos los niños, puedan acceder a la información en formatos accesibles, conocer las oportunidades educativas y los recursos necesarios para continuar o completar su educación, y puedan continuar sus estudios de acuerdo con su voluntad y preferencias. En caso de niñas, niños y adolescentes diseñar planes progresivos centrados en su singularidad, con acompañamiento tanto de referentes afectivos, comunitarios y equipos técnicos, de modo que el proceso de desinstitucionalización sea duradero. 
